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La Constitución de la República en su artíc ulo 46 establece la 
nulidad "de pleno de recho" de toda ley o acto contrario a la mis­
ma, pero no explica el régimen a través del cual debe establece rse 
el vicio. 1 

Tradicionalmente, esa función se ha a tribu (do a los tribunales 
de la República, por medio de un incidente en la jurisdicción que 
conoce del fondo. 2 Las decisiones en estos casos son relativas, en 
virtud del principio de la relatividad de la cosa juzgada.3 

Ante el caso Cruz-Teleantillas (B .J. 877, Dic. 1983. Pág. 
3976) , nos encontramos ante la inconstitucionalidad de una ley 
por vicio de forma. La pregunta que plantea la decisión de nuestro 
más alto t ribunal es la de que si al reconocer la existencia del vicio 
que hace inexistente la ley, la nulidad pronunciada por la Suprema 
Corte de Justicia es relativa, por el principio en unciado, o si la ley 
es nula erga ommes, a causa del vicio de forma que causa la inexis­
tencia de la norma? 

La pregunta es re levante porque plantea cuestiones que afec­
tan el valor de la revisión judicial y el alcance del principio de la se­
paración de los poderes establecido en nuestra Constitución. 

1.- Nuestro sistema de control de la constituc ionalidad de las 
leyes deriva del norteamericano. Las bases principales de este sis­
tema fuero n establecidas en la decisión Marbury vs. Madison 4 de 
1803, que afirmó la supremacía de la ley constitucional sobre las 
demás normas, el poder de los tribunales para diri mir los conflictos 
entre las leyes, así como el carácter re lativo de este poder y su li­
mitación a los principios de la mism~ constitución . 
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La fórmula de este sistema, en el caso dominicano, ha sido 
planteada de diversas formas en la constitución del país: desde la 
que estableció el artículo 125 de la constitución de 1844 5 que im­
pide a los tribunales aplicar leyes inconstitucionales, hasta el texto 
de la constitución de 19246 que se convirtió en un incidente para­
lizante del fondo de los asuntos. A partir de la reforma de 1942 , 
la fórmula desapareció de nuestras constituciones aceptándose co­
mo bueno y válido el principio de que nuestros tribunales son 
competentes para conocer los alegatos de inconstitucionalidad. 7 

2.- El sistema que se aplica en nuestros tribunales, y que la 
sentencia que comentamos ratificó, fue magistralmente explicado 
en la exposición de motivos que preparara la Comisión General de 
la Asamblea Revisora de la Constitución, en 1942, y que dice en 
parte: 
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"No hay propiamente recurso de inconstitucionalidad. El vi­
cio de inconstitucionalidad de una ley, decreto, reglamento o 
acto cualquiera es un simple alegato d'e las partes, en función 
de las pretensiones formuladas y para decidir si ellas son jus­
tas o no justas." 

"Si nuestra Suprema Corte de Justicia tuviese la atribución 
política de enjuiciar la ley, el decreto, la resolución o el regla­
mento, de una manera general, para aniquilarla por un solo 
acto de autoridad, la existencia de un recurso de constitucio­
nalidad quedaría justificado. La Suprema Corte de Justicia 
sería entonces, en esa función particular, un Tribunal de Ga­
rantías Constitucionales, un organismo en cierto sentido su­
perior a los demás poderes del Estado, ya que en él quedar(a 
depositada la extraordinaria facultad de dictar a todos los de­
más poderes la significación real de los preceptos constitucio­
nales. Pero el Poder Judicial, en nuestra organización poi (ti­
ca, tiene una función más limitada, más concreta: se contrae 
esencialmente a dirimir los litigios que se susciten entre par­
tes. El juez jamás juzga la ley; la aplica tal cual es. Pero 
cuando hay diversas reglas jurídicas en conflicto está obligado 
a solucionar ese conflicto de alguna manera, porque le es im­
posible imponer ordenaciones contradictorias; cuando esas re­
glas emanan de autoridades distintas , obedecerá a la de mayor 
jerarquía. Por eso se explica que atienda antes al canon cons­
titucional que a una ley del Congreso. Pero esta decisión no 
es general ni absoluta. Aún después de pronunciado el fallo, 



el debate jur(dico continúa abierto. En teor(a, la controver­
sia puede reproducirse ante los tribunales indefinidamente, 
pero en la práctica cesa por completo cuando la deliberación 
manifestada ... revela la evidencia de la verdad jurídica. La ley 
inconstitucional no cae por un acto de autoridad de la Supre­
ma Corte de Justicia, sino por él élesprestigio que resulta de la 
comprobación inequ (voca del vicio que la afecta ... " 

"El examen de la constitucionalidad de las leyes, decretos, re­
soluciones y reglamentos en todos los casos en que sean mate­
ria de controversia entre partes, no es una cuestión que com­
pete exclusivamente a la Suprema Corte de Justicia ... puesto 
que siendo inseparable del juicio de la contestación promovi­
da entre las partes, la ultimidad de ese fallo resulta del hecho 
de encontrarse dicha Corte en el puesto más elevado de la je­
rarqu(a judicial, sea que juzgue por s( misma el fondo o que 
se limite a ejercer funciones de casación ." 8 

La Comisión, finalmente, recomendó que para no dejar dudas 
respecto a la competencia de nuestros tribunales para conocer de 
la inconstitucionalidad de las leyes, la Asamblea Revisora hiciera 
una declaración de principios que afirmara que: "1) No existe nin ­
gún recurso encaminado a declarar, de una manera general, que 
una ley, un decreto, una resolución, un reglamento o una disposi­
ción cualquiera de la autoridad, es contraria a la Constitución; 2) 
El examen de la constitucionalidad de las leyes, decretos, resolu ­
ciones, reglamentos y actos de cualquier naturaleza puede promo-

. verse como simple alegato en toda controversia entre partes, en 
cualquier estado de causa, o hacerse de oficio por el juez apodera­
do del litigio, en razón de que ese examen es necesario para que el 
juez pueda decidir la contestación conforme al derecho y en ejecu-
ción expresa del articulo 409 de la Constitución del Estado". 

Como se puede ver, la decisión del 16 de diciembre del 1983 
r~!ifica en todas s~s partes los principios establecidos en la exposi­
clon de cuarenta anos antes. 

3.- Basados en los principios enunciados, la decisión de la Su­
prema Corte o de cualquier otro tribunal, si esta última no es cues­
tionada y, adqu ier,e la fuerz~ de la cosa irrevocablemente juzgada, 
mantendra su ~arac_t~r, relat~vo y la ley atacada permanecerá vigen­
t~ ~asta una d1spo~1,c10n leg1slat1va en contrario, en virtud del prin­
Cipio de la separac1on de los poderes establecidos en el artí-culo 4 
de la Constitución 1 0 
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La derogación de la Ley 80 a causa de irregularidades de for­
ma, por tanto, sólo podría hacerse por una resolución del Congre­
so Nacional que reconozca el vicio, o a través de la aprobación de 
una nueva ley que mantenga el contenido de la actual Ley 80 y cu­
bra la irregularidad, pero nunca en virtud de un acto de otro poder 
del Estado. El principio enunciado garantiza la existencia de una 
de las características del sistema pol(tico dominicano como es el 
de constituir un matrimonio sin divorcio entre los distintos pode­
res, que se controlan sin anularse. 

Como afirma el profesor Manuel A. Amiama, "este sistema 
carece de la certidumbre y r~pidez que desear(an quienes piensan 
en la necesidad de la institución de un Tribunal de Garantías Cons­
titucionales, pero la experiencia juríd ica se pronuncia en favor de 
nuestro sistema como el más prudente y el más adecuado .. . " 11 

NOTAS 

l. Cf. Constitución de la República Dominica n a . Existen varias 
ediciones oficiales y privadas del te xto , incluy endo una co ­
mentada pre parada por los p rofe sores del Departamento de 
Ciencias J urídicas de la UCMM , Lic. J o sé Darío Suárez y e l 
autor de este artículo . 

2. Cf. B. J. 704, Julio 1969. Pág. 1570 y la jurisprudencia que 
aparece en este número de la Revista. 

3. El carácter relativo de la decisión se basa, además, en el prin­
cipio de la separación de los poder es, pues la Constitución no 
atribuye a ningún órgano la capacidad de anular los actos rea­
lizados por otro poder del Estado dentro de sus atribuciones 
constitucionales. Cf. B. J. 812, julio 1978 . Pág. 1467. 

4. Para mayores detalles y comentarios acerca de esta decisión, 
Cf. Lockhart, William B., et al, THE AMERICAN CONSTI­
TUTION. 

5. Cf. CONSTITUCIONES POLITICAS Y REFO,RMAS CONS­
TITUCIONALES. Edición del Gobierno Dominicano. Hay 
dos ediciones: la primera , en 1944, es de la Editora El Dia­
rio. La segunda, más reciente, de ONAP. 

6. lb id 
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.. 7. Cf. B.J.704,julio 1969. Pág.l570 

8. Amiama, Manuel A., NOTAS DE DERECHO CONSTITU­
CIONAL. 

9. Corresponde en el texto al actual artículo 46 de la Constitu­
ción. 

10. Cf. Constitución de la República Dominicana, artículo 4. En 
la jurisprudencia constitucional norteamericana, de donde 
viene nuestro sistema, este principio es una constante. 

11. Amiama, Manuel A., O p. Cit. Pág. 208. 
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